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que han de regirse las sociedades mutuas y cooperativas a prima fija.
Dicho régimen jurídico básico de tales entidades se fija, pues. por
Reglamento y no por Ley. En mi opini6n. esta habilitaci6n le¡al al poder
reglamentario del Gob,erno par.! fijar las bases normativas en esta'
materia se aparta abiertamente de la doctrina sentada por este Tribunal
en numerosas Sentencias. Según dicha doctrina, la competencia ~ta1
para fijar las bases que constituyan la reJUlaeión normativa uniforme,
estable y de vigencia en todo" el teIritona nacional corresponde a las
Cones. mediante Ley formal, pues con el ejercicio de dicha competencia
normativa básica se viene a definir el punto de partida y el límite a partir
del cual pueden ejercer las Comunidades Aut6nomas sus propias
competencias de desarrollo legislativo sobre la materia de que se trate.
Por ello. sólo excepcionalmente puede admitirse que, por la naturaleza

13470 Pleno. Sentencia 8711989. tk 11 de mayo tk 1989. Con­
jlicto positivo de competencia 80611984. Promovido por el
Consejo Ejecutivo de la GeneralidIJd de Cataluña en
relación con diversos preceptos del Real Decreto 120911984,
de 8 de junio, por el que se modifican determinados
articulas del Reglamenlo NotariaL' .

El Pleno del Tribunal Constituciona1, compuesto por don Francisco
Tomás y Valiente, Presidente; don Francisco Rubio Llorente,. don
Antonio Troyol Serta, don Fernando Garcia Mon y González Reguera!,
don Carlos de la Vega Benayas, don Eugenio Diaz Eimil. don Miguel
Rodrigue,-Piñero y Bravo-Ferrer. don Jesús Leguina Villa, don Luis
López Guerra, don José Luis de los Mozos y. de los Mozos. don Alvaro
Rodriguez Bereijo y don José Vicente Gimeno Sendra, Magistrados. ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

- SENTENOA

En oí conflicto positivo de co~petencia'núm. g06/g4. promovido por
el Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña, representado por el
Abogado don Manuel Maria Vicens Matas. contra diversos preceptos del
Real Decreto 1209/19g4, de 8 de junio. por el que se modifican
deterntinados articulas del Reglamento Notarial Ha sido parte el
Gobierno de la Naci6n, representado por el Abogado del Estado. y
Ponente el Magistrado don Fernando Garcia Mon y Gonzá1ez Reguera!,
qui~ expresa el parecer del Tribunal

L Antecedentes

1. 'El 22 de noviembre de 1984 tuvo entrada en este Tnbunal un
escrito del Abopdo don Manuel Maria Vicens Matas. en representaci6n
del Consejo E¡ecutivo de la Generalidad de Cataluña, promoviendo
conflicto posiuvo de competencia frente al Gobierno de la Naci6n por
estimar que los siguientes articulas del citado Decreto vuineran la
competencia de la Comunidad Autónoma· de Cataluña reconocida por
la Constituci6n y el Estatuto de Autonomla: 72; 314 al 329. ambos
inclusive; 330. párrafo primero; 331 al 334. ambos inclusive; 336. en
cuanto a la posibilidad de que el Consejo General del Notariado asuma
las fuaciones de los Coleg¡os Notariales y en lo relativo al manteni­
miento de la organizaci6n colegial; 344. letra A. apartados 3 y 5; letra
B. apartado 5; letra C. apartados I y 7. Yletra D, apartados I y 2; 354;
361; 363, Y Disposici6n final primera.

El requerimiento previo al presente conflicto positivo de competen·
cia, acor...t ..1:> por el CotlScjo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña el
23 de ago",,- 1e 1984. comprendia además de los preceptos citados del
Real Deerew 1209/19g4. de 8 de junio, otros articulas del mismo que
reformab2L. el sistema de acceso al Notariado. El Consejo de Ministros.
por Acuerdo de 17 de octubre de 1984. entendi6 que los articulos objeto
del requerimiento podian dividirse en tres grupos de conformidad con
las matems de que trataban: en el primero se comprendían los articulos
~tivos al acceso al Notariado. en el segundo el art. 72 concerniente a
la participaci6n de la Generalidad de Cataluña en la fijaci6n de las
demarcaciones notariales, y en el tercer grupo se incluían los restantes
articulas relativos a la organizaci6n corporauva y colegial del Notariado.
El Consejo de Ministros,·en relaci6n con el primer grupo de preceptos,
atendió en pane el requerimiento, acordando «recoger expresamente en
el texto del Real Decreto 1209/19g4, de 8 de junio. que modifica
determinsdos articulos del RegIamento Notarial, la fórinula de modifi­
caci6n adecuada que establecerá el sistema de valoraci6n de la especiali­
zación en Derecho Catalán. así como sus efectos rcondiciones». Y
respecto a los demás articulas impugnados rechaz6 e requerimiento. El
Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña, a la vista del acuerdo
adoptado por el Consejo de Ministros, excluyó del conflicto la materia
relacionada COD el acceso al Notariado y Jo planteó respecto a los

de la materia y en razón de la concurrencia de exigencias de carácter
técnico o circunstancial, taJes bases nonnativas se fijen también por vía
reglamentaria y en la medida en que resulten complemento necesario

. par.! garantizar la consecuci6n de la finalidad objet1va a que responde
la 'COmpetencia estatal sobre las bases. En el presente caso no concurren
los requisitos que. como excepci6n, justifiearian el establecimiento del
régimen jurídico de las entidades ~oras afectadas por normas
reglamentarias básicas; hay aquí más bIen una pura y simple abdicaci6n
de la competencia legislativa de las Cortes en favor de la potestad
reglamentaria del Gobierno, que es, según creo. contraria a la Constitu­
ción.

Madrid, a dieciocho de mayo de mü novecientos ochenta y
nueve.-Fmnado.-Jesú5 Leguina Villa.-Rubricado.

artieuios que han quedado señalados, relativos a la participaci6n de la
Generalidad en la fijaci6n de las demarcaciones notariales en Cataluña
(art. 72); a la regulaci6n de la organizaci6n corporativa y colegial del
-Notariado, y a otros preceptos relacionados con esta última materia.

2. El Letrado de la Generalidad, en su escrito promoviendo el
conflicto, después de exponer los antecedentes del re_gueriI~.iento previo
y hacer unas consideraCIones generales sobre el Real Decreto 1209/19g4,
centra el conflicto en los siguientes preceptos:

a) Art. 72 del Reglamento Notarial en el que. conforme al Decreto
impugnado. se introduce la siguiente modificaci6n: «Entre los párrafos
tercero y cuarto del texto vigente aprohado por Real Decreto 1163/1983.
de 30 de marzo, se introduce un nuevo párrafo redactado en la siguiente
forma: En las Comunidades Aut6nomas, además de lo dispuesto en los
párrafos anteriores, se tendrá en cuenta lo que, en su caso, dispongan sus
repectivos Estatutos».

Para el representante de la Generalidad, a primera vista esta
modificaci6n parece respetar la competencia que establece el art. 24.2
del Estatuto. pero dicho respeto es más aparente que real, «toda vez que
en la práctica, con una expresi6n tan vaga como la transcrita, lo que de
verdad acontece es <¡ue se está imposibilitando el ejercicio de las
competencias que se dicen salvaguerdas. al omitir la articulaci6n de todo
procedimiento a través del cual pueden llevarse a término las previsio­
nes estatutarias de que la Generalidad participe en la fijaci6n de las
demarcaciones notariales y del número de Notarios de acuerdo con lo
previsto en las Leyes del Estado.. Era este el momento. según el
recurrente, de concretar dichas previsiones en el Reglamento en lugar de
hacer declaraciones generales. Entiende por ello 9.ue el articulo que se
impugna «VUlnera las competencias de la Generalidad, aunque sea por
omisi6n del deber que incumbe al Poder central de establecer el
procedimiento par.! que mi defendida pueda participar efectivamente en
la fijaci6n de las demarcaciones notariales y del número de Notarios».

b) La impugnación de los articulos. integrantes de las Secciones
Segunda y Tercera, del Capitulo Tercero. Titulo V. del Reglamento
Notarial (arts. 314 al 335. todos los cuales se impugnan excepto el
péIrafo segundo del art. 330 y el art. 335). se basa en una triple
argumentaci6n. . .

En primer lugar. seilala el Letrado de la Generalidad C{ue los citados
preceptos del Reglamento Notarial, relativos a los Colepos Notariales
(Secci6n Primera) y a las Juntas Directivas de los rmsmos (Secci6n
Segunda). no respetan la competencia espeeifica que 'sobre dichas
Corporaciones ostenta la Generalidad conforme al art. 9.23 del Estatuto
de Autonomía de Cataluña Y que esa competencia especifica debe
prevalecer respecto a la más genérica de otros titulas competenciales
U1vocados por el Estado (art. 148.J.l8 y 8 de la Constituci6n). «ya que
-dice el representante de Cataluña- como ha declarado ese Alto
Tribunal en la Sentencia de 30 de noviembre de 1982 (fundemento
jurídico 6.°). la inelusi6n en regla de más amplio atcance debe ceder ante
la regla más especial». Por tanto. con arreglo al art. 9.23 del Estatuto. la
Generalidad tiene competencia exclusiva -potestad legis1ativa, reglamenta­
ria y la de inspecci6n que le allibuye el art. 2,.2 del E.A.c.- «en
materia de Colegios Profesionales y ejercicio de las profesiones tituladas,
sin petjuicio de lo previsto en los arts. 36 y 139 de la C.E.•. Competencia
«de la que~ ha hecho uso la Generalidad al promulgar la Ley 13/1982.
de 17 de diciembre. de Colegios Profesionales, que ha sido desarrollada
reglamentariamente por el Decreto 329/1983. de 7 de julio, y la Orden
de 31 de octubre de 1983. y tiene impugnado ante ese Alto Tribunal
(recurso de inconstit11c:ionalidad 29/84). el art. 15.2 de la Ley del Proceso
Auton6mico 12/1983, de 14 de octubre». .

La segunda linea ar¡umental que utiliza el Letrado de la Generalidad
par.! impugnar la competencia del Estado sobre los Colegios Notariales
y sus Juntas Directivas, es la de que los preceptos impugnados
«menoscaban muy pvemente las competeñClaS de la Generalidad
sobre los Colegios Profesionales a que se refiere el art. 9.23 del E.A.C.•
pues se extiende a regular detallada Ycasuísticamente todos los aspectos
relativos a la constitución, composición, fines, funciones, recunos
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económicos, órganos de gobierno y recursos contra las Resoluciones de
las citadas corporaciones, sin que de ninguno de los mencionados
preceptos Quepa deducir ni el más leve atisbo de que el Reglamento haya
pensado en el respeto a las atribuciones de la Generalidad».

Finalmente, para el supuesto -Que niega- de que se entendiera que
los preceptos impugnados sobre esta materia «forman parte de una
regulación básica cuya adopción corresponde al Estado», también en
este caso habría de declararse la nulidad de estos artículos «por
incompetencia, pues aun siendo estatal una competencia, si la ejerce un
órgano del Estado distinto al previsto constitucionalmente, ello consti­
tuye uno de los aspectos del orden de competencias establecido en la
Constitución (art 63.1 WTCE), que puede y debe ser controvertido y
resuelto en un conflicto como el presente». Por ello, concluye el Letrado
de la Generalidad, «incluso en aquella negada hipótesis, el carácter
reglamentario de la norma determinaría su nulidad».

c) Finalmente, el Letrado de la Generalidad impugna los siguientes
artículos del Reglamento Notarial que el Real Decreto 1209/1984
modifica en sus arts. 7 Y 8, por mvadir las competencias de la
Generalidad que se señalan en los siguientes términos:

El arto 336, por cuanto es a la Generalidad y no al Estado a quien
compete decidir quien debe asumir. en su caso, las funciones del Colegio
Notarial de Cataluña en los supuestos legalmente establecidos y mante­
ner en su territorio la organización corporativa del Notariado.

El arto 344, en sus siguientes incisos: letra A, apartados 3 y S, por
cuanto corresponden a la Generalidad las facultades Q.ue en ellos se
regulan; letra B, ap. S, en tanto DO especifica que la Admmistración a la
que alude ha de ser exclusivamente la del Estado; letra C, ap. 1 y 7, por
condicionar las competencias autonómicas con el informe y la colabora­
ción que se prevén por parte del Consejo General, lo que pugna
abiertamente con la autonomía política reconocida en los ans. 2 y 137
de la Constitución; letra D, ap. 1 y 2, ya que corresponde a la
Generalidad implantar en su territorio las viSItas de inspección y decidir
quién habrá de instruir Jos expedientes de corrección disciplinaria a las
Juntas de los Colegios radicados en Catalufta

El arto 354, por cuanto el Estado carece de competencia para decidir
a quién corresponde ·la facultad que en él se regula.

El arto 361, por corresponder a la Generalidad detenninar el régimen
de recursos que en él se prevé.

El arto 363, en tanto Que atribuye facultades de corrección a la Junta
de DecJmos, a la Dirección General y al Ministerio de Justicia, en
detrimento de la Generalidad de Catalufta. Se impugna por último la
Disposición final primera del Reglamento Notanal por atribuir a la
Dirección General de los Registros y del Notariado determinadas
facultades sin hacer excepción alguna en razón del territorio.

Con base en lo expuesto se solicita se diete Sentencia por la que se
declare que la competencia controvertida corresponde a la Generalidad
de Cataluña y se anulen los preceptos impugnados del Real Decreto
1209/1984, de 6 de junio.

4. Por providencia de 28 de noviembre de 1984 se acordó admitir
a trámite el presente conflicto positivo de competencia planteado por el
Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluiía; dar traslado al
Gobierno de la Nación mediante comunicación dirigida a su Presidente,
acompañando copia de este proveído, de la demanda y de los documen·
tos presentados, a fin de que, dentro del plazo de veinte días y por medio
de la representación procesal que determine el 8ft. 82.2 de la Ley
Orgánica del Tribunal Constitucional (WTC). apone Jos documentos y
formule las alegaciones que estime pertinentes; dirigir comunicación al
Presidente del Tribunal Supremo a los efectos que determina el 8ft. 61.2
de la LOTC y publicar la formalización del conflicto en el «Boletín
Oficial del Estado» y en el «Diario Oficial de la Generalidad de
Cataluiia», para general conocimiento.

S. En el plazo otorgado al efecto el Abogado del Estado presentó el
correspondiente escrito de alegaciones. En lo que respecta a la impugna­
ción del nuevo inciso que se introduce en el articulo 72 del Reglamento
Notarial, niega que slgIlifique una vulneración por omisión de las
competencias de la Generalidad, por cuanto ello supondrla que no existe
mecanismo de participación en la fijación de las demarcaciones notaria~

les y que el Gobierno de la Nación tendría que determinarlo en el
momento- que señale la Generalidad, ya que de no hacerlo quedaría
vulnerada esta competencia estatutaria y pnvada la Generalidad de esta
competencia participativa.

El Abogado del Estado refuta las premisas de que parte la impugna­
ción y aduce que el inciso cuestionado no altera el procedimiento
previsto en el citado an. 72 del Reglamento Notarial según la redacción
que le <lió el Real Decreto 1163/1983, que establece que en el expediente
han de incorporarse los informes de distintos organismos. La modifica~

ción del an. 72 no hace, pues, sino confirmar el procedimiento existente,
que si admite por vía de los informes en él previstos la participación de
las Comunidades Autónomas. Asimismo, estima el Abogado del Estado
que la competencia de participación que el arto 24.2 del E.A.e. reconoce
a la Generalidad es originaria y que puede ejercerla, por tanto, con

independencia de que el Estado prevea los mecanismos adecuados para
hacerla efectiva.

En cuanto a la impugnación de la regulación de la organización
colegial del Notariado, el representante del Gobierno objeta que se aisla
ese aspecto del régimen jurídico del Notariado, que ha de ser contero·
piado globalmente y no sólo con 'base en el titulo competencial relativo
a los Colegios Profesionales. Entiende que, desde una perspectiva
unitaria y global, ha de tenerse presente que la Constitución reserva al
Estado la competencia exclusiva sobre la «ordenación de los registros e
instrumentos públicos», lo que priva de fundamento al recurso, ~r
cuanto la competencia autonómica se sitúa en el marco de la ejecuCIón
de las normas estatales y se concreta en el nombramiento de Notarios
y en la participación en la fijación de las demarcaciones notariales (STC
82/1984). Al margen de dichas atribuciones, la Generalidad carece de
competencias en materia notarial.

Por lo demás, aunque tuviera razón el Gobierno de la Generalidad
en invocar aisladamente el título competenciál relativo a Colegios
profesionales, las normas impugnadas sólo podrian serlo en tanto
implicaran una extralimitación del ámbito básico que le está reservado.
Se trataría de un supuesto de competencias compartidas en el que la
Generalidad ostentaría las competencias compartidas en el que la
Generalidad ostentarla las competencias ejercidas en materia de Cole­
gios (plasmada en la Ley 13/1982), que ha de ajustarse en cuanto a su
organización y régimen jurídico a los prinCIpios y reglas básicas
contenidos en la legislación del Estado integrada por la Ley 2/1914,
modificada por la 74/1978, de Colegios Profesionales, asi como en este
caso por tratarse de los Colegios Notariales a los preceptos impugnados
que, como reglas y normativa de la actividad pública notarial son
competencia del Estado.

Finalmente, añade el Abogado del Estado que no puede haber duda
alguna respecto a la competencia estatal sobre la regulación del Consejo
General del Notariado dado el ámbito nacional del mismo, de conformi·
dad con lo dispuesto en la Constitución y en el propio Estatuto de
Autonomía de Catalufta (art. 2S).

En vinud de lo expuesto en sus alegaciones, el representante del
Gobierno de la Nación solicita que se reconozca que las competencias
controvertidas corresponden al Estado y se rechacen, por tanto, las
pretensiones sobre sus propias competencias y anulatorias formuladas
por el representante de la Generalidad de Cataluña.

6. Por providencia de 9 de mayo de 1989, el Pleno señaló para
deliberación y votación del presente recurso ~l día II de mayo actual.

11. Fundamentos jurídicos

1. Como se ha señalado en los antecedentes, por razón de la
materia impugnada se pueden.dividir en tres grupos los articulas del
Real Decretn 1209/1984, de 8 de junio, por el que se modifican
determinados artículos del Reglamento Notarial (R.N.), que son objeto
del presente conflicto:

En el primero la incompetencia del Estado se funda en que,
habiéndose podido aclarar la participación de la Generalidad en el inciso
que el Decreto impugnado introduce en el art. 72 del R.N., relativo a la
revisión de las demarcaciones notariales, no lo ha hecho y a través de
la fórmula ambigua utilizada deja las cosas como están, ;y, por- tanto,
continúa sin determinarse por el Estado la forma en que la Generalidad
de Cataluña «Participará en la fijación de las demarcaciones notariales
y del número de Notarios» (art. 24.2 del E.A.C.). .

En el segundo grupo, sin más excepciones que el apanado segundo
del ano 330 y el ano 335, se impugnan todos los preceptos integrantes de
las Secciones Primera y Segunda del capítulo tercero, del titulo V, del
Decreto en conflicto que, bajo las rúbricas «de los Colegios Notariales»
y «de las Juntas Directivas», respectivamente, regulan lo concerniente a
las materias que se enuncian en dichos epígrafes. La competencia
autonómica invadida en este caso seria la del arto 9.23 del Estatuto, que
atribuye a la Generalidad de Catalufta la competencia exclusiva sobre
~legios Profesionales y ejercicio de las profesiones tituladas, sin
petjuicio de lo dispuesto en los arts. 36 y 139 de la ConstituciÓn».

Finalmente, incluimos en el tercer grupo los preceptos que se
impugnan del Consejo General del Notariado, regulado en la Sección
Tercera del mismo capítulo que los anteriores, si bien en este caso son
sólo determinados artículos, o parte de artículos, los cuestionados; y los
que, dentro del título VI del Decreto -de las correcciones disciplinarias­
se combaten por incidir, según la recurrente, en la misma invasión de
competencias y, también por esa razón, la Disposición final primera del
Decreto.

Por este orden pasamos a examinar en los fundamentos siguientes los
problemas competenciales en litigio.

2. En el arto 72 del Reglamento Notarial aprobado por el Real
Decreto 1163/1983, de 30 de marzo, relativo a la revisión de las
demarcaciones notariales en todos los supuestos del arto 4 del citado
Reglamento, se ha introducido por el Real Decreto 1209/1984, de 8 de
junio, objeto del presente COnflicto, un nuevo :párrafo que, colocado a
continuación del tercero del texto vigente, dice hteralmente lo siguiente:

.'.--,.
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«En las Comunidades Aut6nomas, además de lo dispuesto en los
párrafos anteriores, se tendrá en cuenta lo que. en su caso, di~ngan sus
respectivos Estatutos». En el último inciso del art. 24.2 del Estatuto de
Cataluña. se establece que la Generalidad «también participará. en la
fijación de las demarcaciones notariales v del número de Notanos, de
aeuerdo con lo previsto en las leyes del Estado». El nuevo páITafo es,
pues, de aplicaci6n a la Generalidad de Cataluña, que lo impugna en.un
conflicto positivo de competencia, DO porque el Estado haya invadido
al introducir este apanado en el art. 72 del R.N.las competencias de la
Genenilidad, sino porque, a su juicio, ha ejercido aquél su competencia
de manera insuficiente al DO dejar aclarada la forma de participación que
en esta materia corresponde a la Generalidad. En su criterio. la
competencia participativa de ésta ha debido plasmarse o concretarse en
la ~ci6Il que se realiza en este Real Decreto y no acudir a una frase
amblgua que pareciendo respetar la competencia autonómica, «lo que
de verdad aContece -<!ice el Abogado de la recurrente- es que se está
imposibilitando el ejercicio de las competencias que se dicen salvaguar­
c1a.D.~ ahí que, «aunque sea por omisión». el articulo que se cuestiona
vulnera las competencias de la Generalidad.

El Abogado del Estado entiende que e!art. 72 del R.N. por la.via de
los informes previstos en su párrafo segundo. cuya redacción se
mantiene, hace posible la panicipación de la Generalidad en' el proceso
de revisión de las demarcaciones notariales y que, por tanto. no puede

, a1egarse la falta de "!'uce adecuado, en la 1~s1aci6n. de! Estado, pero
menos aún puede dCClrse que la modificaaón mtroduClda por el Decreto
impugnado incida en la incompetencia que se denuncia, puesto que esa
modificaci6n, dejando vigente el procedimiento regulado en el art. 72,
«DO hace sino afirmar las competencias de las Comunidades Autóne>
m&S».

Planteado asi el coD1licto y referido exclusivamente al páITafo
introducido 'por e! Decreto impugnado, no es fácil comprender la
incompetenCla denunciada por la Generalidad de Cataluña DI es posible
apreciarla en un conflicto positivo de competencia. Es cieno que, como

•reconoce e! Abogado del Estado, «en el terreno de la tecnica Ieg>slativa
hubiera sido preferible que se concretara específicamente el mo?0 de
participar la Generalidad en la fijaci6n de las deman:ac:iones notarial..,..
E nuevo pám,fo, por su ambiguedad, podría considerarse incluso
innecesario. dado que la competencia participativa que ostenta la
Generalidad habrla de tenerse en cuenta, en todo caso, por disponerlo
así e! art. 24.2 de! E.AC.; pero en modo alguno entraña dicho a~do
la exttalimitación competencial que se denuncia por imposibilitar el
ejercicio de la participación autonómica, por la razón evidente de que
el párrafo cuestionado se limita a ha= la salvedad de que, en esta
materia sobre fijación o revisión de las demarcaciones notariales, han de
tenene en cuenta lo que dispongan los respectivos Estatutos de
Autonomia. Respecto a la inconstitucionalidad por omisión a la que,
precisamente por falta de otra posibilidad impugnator!a, quiere conducir
el tema la Generalidad recurrente, ha de recordarse la doctrina de este
Tnbunal que ha declarado que la misma sólo se produce cuando la
propla Constituci6n «impone al legislador la necesidad de dictar normas
de desarrollo constitucional y el legislador no 10 hace» (SSTC 24/1982,
fundamento jurídico 3.·, Y 74/1987, fundamento jurídico 4.,? Pero es
que, además, no hay 0llUsi6n que pueda atribuirse al pro¡no párrafo
cuestionado, toda vez que el procedimiento de revisi6n de las demarca­
ciones notariales viene regulado en I\,s apanados anteriors de! art. 72 de!
R.N, que no han sido modificados por el Real Decreto impugnado en
este conflicto y que, por tanto. no pueden ser examinados en el mismo,
ni procede hacer pronunciamiento alguno en esta Sentencia respecto de
la regulaci6n que dicho precepto contiene.

Bastaría con lo expuesto para rechazar que el nuevo párrafo
introducido en el art. 72 del R.N. por el Decreto impugnado, suponga
una invasión de las competencias autonómicas de la Generalidad en esta
materia, pero nO es ocioso recordar que, como señala el Abogado del
Estado, en e! apartado segundo del citado a.'"tículo se prevé que la
Ditecci6n Genera1, 6rpno estatal a quien corresponde formular la
propuesta que ha de decidir el Ministro de Justicia, recabará informes
de los Organismos que se determinan -Junta de Decanos, Juntas
Directivas de los Colegios Notariales y Salas de Gobierno de las
Audienc:ms afectadas- «y cuantos otros se consideren openunos» y que
es, precisamente, en el párrafo que ahora se introduce donde se recuerda
la necesidad de dar participaci6n en dichos expedientes a las Comunida­
des Autóuomas. El segundo apartado que contenía ya imp1icitame~teun
cauce para la participaci6n por VÍa de informe de las Comwudades
Autónomas que, como la de Cataluña, tuvieran en la materia esta
competencia P3;"icipativa, se ha~ expresa en. el nuevo texto de r:nanera
que, una VC'Z mcorpono.do el JJárnúo cu~onado, no. es J:!Oslble ya
interpretar ela!'t. 72 en sua~do segundo ~m entender-.JDclwdo~ entre
los Qrsanismos que han de infurmar precepuvamente estos expedientes.
los que la Generalidad de Cataluña, en uso de la competencia organiza­
tiva que de sus propios servicios le corresponde (art. 25.3 de! E.AC.)
determine a tales efectos. El hecho de que el párrafo impugnado no
resuelva en 1:l forma y con el detalle que la Generalidad de Cataluña
considera más conveniente y ajustado al 3rt 24.2 de su Estatuto la
participació.c que en él se establece, no es razón para estimar invac;ü~
sus competencias, porque, como declara la STC 67/1983, de 22 de Julio,

dietada precisamente en un coD1licto que guarda relaci6n ,?"n esta
materia. «DO es .misión de este.Trib~ al ~olver conflietC?s de
competencia llevar a cabo declaraClones mterpretatlvas sobre la eXISten­
cia y significado de supuestos implícitos, en las normas y ~~ sus
presuntas consecuen~, de manera que 51 en las ,normas esgnIDlJas la
invasión de competenCIas no se produce. el conflicto no puede prospe­
faD. Y esto es, cabalmente, dados los, términos en ,que se fon;nula la
impugnaci6n y las normas en conflicto ltIvocadas por la Generalidad, lo
que ocurre en el presente caso respecto al párrafo introd?cido ~ ,el art.
72 del R.N. por el Real Decreto objeto del presente conflicto POS1l1vO de
competencia, aunque las previsiones del Estado sobre la ~tena, a las
que se remite el art. 24.2 del E.A.c., no se .hayan realizado con la
concreci6n alegada por la Generalidad y que, Ctertamente, se acomoda-
rían mejor a lo dispuesto en el citado articulo del Estatuto. .

3. En el segundo grupo de los preceptos impugnados, la Generali­
dad de Cataluña incluye con carácter global todos los articulas integran­
tes (excepto el apartado segundo del art. 330 y e! art. 335), de las
Seociones Primera y Segunda del Capitulo tercero, Titulo V, del
Reo1amento Notarial (arts. 314 al 335), en la nueva redacción que da a
dichos preceptos el art. 7 de! Real Decreto 1209/1984 objeto del presente
coD1licto que bajo los epígrafes «De los Colepos Notariales» (Secci6n
Primera) y «Í:>e las Juntas Directivas» (SeCCtón Seounda) regu~ las
materias enunciadas. La impugnación, aunque comohemos recogido en
los antecedents (núm. 2, apartado b)J sigue una triple linea argumenta!,
se centra en pnmer lugar y. prinC1~ente, en .que la co~~~ncia
exclusiva de la Generalidad sobre «ColegiOS ProfeSIonales y eJeretCto de
las profesiones tituladas, sin pe¡jucio de lo dispuesto en los arts. 3~ y 139
de la Constituci6n» que le atribuye e! art. 9.23 de! E.AC., ha de ejercerla
con la amplitud que determina el art. 25.2 del Estatuto y le corresjlOn.de,
por laIlto, «1a potestad legislativa, la potestad reglamentarIa y la funci6n
ejecutiva, incluida la inspeccióD». Esto es así. a juicio del representante
de la Generalidad, porque la competencia especifica del art. 9.23 h!' de
prevalecer respecto a la más genérica de otros títulos competenciales
ltIvoeados por e! Estado (art. 149.1.8 y 18 de la Constituci6n), «ya que,
como ha declarado ese Alto Tribunal en la Sentencia de 30 de
noviembre de 1982 (fundamento jurídico 6."), la inclusi6n en regia de
más amplio alcance debe ceder ante la regla más especial».

El Abogado del Estado, rechazando la tecnica .da en el coD1licto
de aislar la competencia auton6mica sobre ColegiOS Profesionales. de
otras competellcias que, dada la nat~ezapública es~tal de la l\U>CtÓll
notarial, se establecen en la ConstituCt6n y en el proptO E.AC., ltIvoca
principalmente como títulos competenciales del Estado los ~os
por la Constituci6n en el art. 149.1.8 -ordenaci6n d.e los .~.tros e
mstrumentos públicos- y 149.1.18 sobre bases del ttgimen Jundi,?" de
las Administraciones Públicas y del régimen estatutano de sus funCtona­
riOs, sin olvidar la jurísprudencia de este Tribunal relativa a las
competencias del Estado en materia de Colegios Profesionales, dada la
naturaleza de Corporaciones de Derecho público que tienen legalmente
reconocida. . - . .

Hay, pues, que realizar un an.á1isis. prevto sobre las compete!'etaS
que, companidas en algunos extremos,mv~ las partes~.ver?ñcar
si se produce o no y, en su caso. en qué medida, la extralim1taClón o
invastón de competencias que se denuncian en el conflicto: .

a) La competencia exclusiva del Estado en la «ordellaci6n de los
registros e instrumentos públicos» está reconocida por e! art. 149.1.8 de
la Constituci61l. Es cierto que en e! art. 24 del E.Ac., se atribuyen a la
Generalidad determinadas competencia en materia de nombramientos
de Notarios y Registradores de la Propiedad y Mercantiles «de confor­
midad con las Leyes del Estada» (núm. 1 del citado articulo); y de
participación «en la fijaci6n de las demarcaciones notariales y del
número de Notarios, de acuerdo con lo previsto en las Leyes del Estado»
(núJn. 2 del mismo precepto) a. Q~e nos hemos refer:tdo en ~l fun?amento
anteribr. Pero fuera de estas liuutadas competeDClU de eJecuCl6~ ~e la
legislaci6n estata!, l1ÍIlgUDa otra asume .el E.A.c. sobre e! re8!"'en
jurídico del Notariado. Hay, pues, que partIr una vez más, para clarificar
las posibles intromisiones de competencias. del principio o regla general
de que las correspondientes a las Comunidades Autónomas son las que
ellas mismas han asumido en sus Estatutos. dentro del marco que
definen los arts. 148 Y 149 de la Constituci6n, por lo que, como dice la
STC 67/1983, de 22 de julio, «!as competencia de la Comunidad
Aut6noma de Cataluña en relaci6n con e! Cuerpo Notarial deben
medirse de acuerdo con lo que previene e! art. 24 del Estatuto de
Autonomla de Cataluña.». Y es claro que en este precepto, al mar¡¡en de
los dos extremos que cita. ninguna otra competencia ha aSUIDldo la
Generalidad de Cataluña en el régimen normativo de! Notariado. Así,
pues, el titulo especifico de la Generalidad en materia notarial no-es otro
que e! art. 24 de su Estatuto y, por laIlto, a él resulta de aplicaci6n la
doclrina que cita el recum:nte, contenida en la STC 71/1~82, de 30 de
IlOviembre, seglÍtlla cual la inclusi6n de una competenCta en regla de
más amplio alcance -en este caso seria la de ColegiOS Profesionales del
art. 9.23 del Estatuto-, debe ceder ante la regla más especial, que es en
este supuesto la del arto 24, relativa concretamente all;1ombr.uniet;lto.~
Notarios en Cataluiia y a la participaci6n de la Generalidad en lafiJaCton
de las demarcaciones notariales y del número de Notarios.
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Así las cosas, la competencia del Estado sobre esta materia deriva
claramente de los títulos por él invocados en -este conflicto: Artículo
149.1.8 de la Constitución, «ordenación de los instrumentos públicos»;
y articulo 149.1.18, «las bases del régimen juridico de las AdmInistracio­
nes Públicas y del régimen estatutario de sus funcionarios»o-_

b) Sobre la competencia exclusiva que, en materia de Colegios
Profesionales en general, han asumido determinadas Comunidades
Autónomas y, entre ellas, la de Cataluña en el art. 9.23 de su Estatuto,
se ha pronunciado ya este Tribunal en las SSTC 76/1983, de 5 de agosto;
23{1984, de 20 de febrero; 123{1987, de 15 de julio, y, últimamente, en
la STC 20/1988, de 18 de febrero, dictada en el recurso de inconstitucio­
"nalidad 29/84, interpuesto por la Generalidad de Cataluña contra el an.
15.2 de la Ley del Proceso Autonómico, a cuyo recurso se hace
referencia, como pendiente de resolución, en el escrito planteando el
presente conflicto. Pues bien, en esta última Sentencia,' recogiendo la
doctrina contenida en las anteriores y partiendo de que los Colegios
Profesionales «son corporaciones sectoriales que se constituyen para
defender primordialmente los intereses privados de sus miembros, pero
que también atienden a finalidades de Interés público, en razón de las
cuales se configuran legalmente como personas jurídico-públicas o
Corporaciones de Derecho público cuyo origen, organización y funcio-­
nes no dependen sólo de la voluntad de los asociados, sino también, y
en primer término, de las determinaciones obligatorias del propio
legisladoI'», se afirma que si bien es cierto que el carácter de Corporacio­
nes Públicas que la Ley reconoce a los Colegios Profesionales no
oscurece la naturaleza privada de sus fines y cometidos principales,
también lo es que la dimensión pública, de los entes colegiales les
equipara a las Administraciones Públicas de carácter territorial, si bien
tal equiparación quede limitada a Jos solos aspectos organizativos y
competenciales en los que se concreta y singulariza la dimensión pública
de los Colegios. De ahí que, como se recuerda en la Sentencia que
estamos comentando, en la STC 76/1983, de 5 de agosto, se declara que
«corresponde a la legislación estatal fijar los principios y reglas básicas
a que han de ajustar su organización y competencias las Corporaciones
de Derecho público representativas de intereses profesionales». Y aun
cuando en esta declaración no se invocara explícitamente el arto 149.1.18
de la Constitución, «es del todo claro -puntualiza la STC 20/1988- que
el fundamento constitucional de esta legislación básica estatal no puede
encontrarse sino en el mencionado arto 149.1.18 de la ConstituciÓn».
Corresponde, pues, al Estado en virtud de este precepto fijar los
principios y reglas básicas a que han de ajustar su organización y
competencias las corporaciones de Derecho público representativas de
intereses profesionales.

Pues bien, si con arreglo a la doctrina expuesta los Colegios
Profesionales responden a una finalidad que sólo parcialmente puede
califica..ne de pública, los intereses públicos que predominan en los
Colegios Notariales y la fC$Ulación de una profesión de naturaleza
funcionarial que en ellos se mcardina, invierten los ténninos de aquel
planteamiento, no sólo en el sentido de robustecer la competencia
estatal, sino en el de que ésta no viene limitada por el arto 149.1.18 de
la Constitución a las bases de su o~ción y competencia, sino que
se extiende también a la regulación de la función pública estatal que, en
su mayor parte y sin duda la más importante y característica de su
profesión, corresponde desempeñar a los J';<lotatios.

En conclusión, la primera línea ~enta1 seguida por la Generali·
dad de Cataluña para impugnar globalmente todos los artículos del R.N.
que, modificados por el Real Decreto 1209{1984, regulan los Colegios
Notariales y sus Juntas Directivas, ha de ser rechazada porque supon­
dría, no sólo que la competencia exclusiva sobre Colegios profesionales
que le atribuye el arto 9.23 del Estatuto, ejercida como pretende en los
términos del arto 25.2, eliminarla las competencias exclusivas del Estado
del arto 149.1.8 Y 18, sino que, además, por la vía de aquel precepto
estatutario, quedarían ampliadas considerablemente las únicas compe­
tencias que en materia notarial le asigna específicamente el art 24 del
propio Estatuto.

4. El segundo argumento de la recurrente para impugnar también
globalmente los mismos preceptos del Reglamento Notarial sobre los
Colegios y sus Juntas DirectIvas, es el de que la minuciosidad y
casuismo, incompatible con una normativa básica, con que el Real
Decreto 1209/1984 regula la materia no pennite ni «el más leve atisbo
de que el Reglamento haya pensado en el respeto a las atribuciones de
la Geneialidad». A ello opone el Abogado del Estado que, aun
admitiendo en hipótesis, que al Estado sólo le correspondiera en esta
materia la nonnativa básica sobre Colegios profesionales, contenida en
la Ley 2{1974, de 13 de febroro, modificada por la Ley 74{1978, de 26
de diciembre, en este caso, por tratarse de los ColegIOS Notariales, le
correspondería también la regulación de la actividad pública estatal que
ejercen sus componentes y a ella está referida la contenida en los
preceptos impúgnados.

Este planteamiento requiere insistir con mayor detenimiento en lo ya
expuesto sobre la organización pública del Notariado y la función que
en ella se asigna a los Colegios Notariales y sus Juntas Directivas,
integrados desde la Ley de 1862 y con antecedentes históricos muy
anteriores en el régimen jerarquizado del Cuerpo Notarial.

La Ley del Notariado, de 28 de mayo de 1862, vigente pese a las
múltiples modificaciones que de su Reglamento se han realizado (la
última representada por el Real Decreto impugnado), establece lo
siguiente en su art. 1: «El Notario es el funcionario público autorizado
para dar fe, confonne a las Leyes, de los contratos y demás actos
extrajudiciales. Habrá en todo el Reino una sola clase de estos
funcionarios». Y en el titulo V de la misma, relativo «al gobierno y
disciplina de los Notarios», se dispne que «habrá Colegios de Notarios
en los puntos que el Gobierno designe» (art. 41), Y ~ue «los Colegios
serán dirigidos por Juntas, y en ellas tendrán la autondad judicial y el
Ministerio F1SC8.I la intervención que se establezca en los reglament()S)t
(art. 42), autorizándose en el art. 47 al Gobinero para dictar «las
instrucciones y reglamentos que sean necesarios para el cumplimiento
de esta l.ey».

En uso de esta autorización se han dietado los sucesivos Reglamentos
que, no siempre ajustados exactamente a lo dispuesto en la Ley de 1862,
han venido regulando el régimen jurídico del Notariado, manteniendo
su tradicional organización colegial como una pieza clave del sistema,
aunque sustituyendo la intervención judicial y la d~l Ministerio Fiscal
por la del Ministro de Justicia y la de la Dirección General de los
Registros y del Notariado. Desde el art. 1 del Reglamento de 1935,
parten todos ellos del principio que se mantiene en laaetualidad, de que
los Notarios tienen el doble carácter de funcionarios públicos y
profesionales del Derecho. Así, el arto 1 del Reglamento vigente dice que
«el Notariado está integrado por todos los Notarios de España, con
idénticas funciones y los derechos y obligaciones que las leyes y
reglamentos detenninan», añadiendo a continuación que «son a la vez
profesionales del Derecho y funcionarios públicos», detallando seguida­
mente la misión que en uno y otro aspecto les corresponde, de
asesoramiento y consejo en el primero, y «como funcionarios ejercen la
fe pública notarial» con el doble contenido asignado a la misma
-exactitud de los hechos que perciben por sus sentidos y autenticidad y
fuerza probatoria de los intrumentos públicos redactados confonne a las
leyes-. En cuanto a la organización del Notariado, el titulo V del
Reglamento vigente, afectado ya por el Decreto impugnado, establece en
su artículo 307 -DO modificado- que «los Notarios, en su organización
jerárquica, depeoden del Ministro de Justicia, de la Dirección Genen¡J
de los Registros y del Notariado, y de las Juntas Directivas de los
Colegios Notariales». De ahí que estos Colegios, formen parte integrante
de la organizaciÓD notarial y que,. como hemos visto en el fundamentQ
anterior y señala el Abogado del Estado, en la regulación de los mismos
el Estado no tenga sólo las competencias básicas que ostenta frente a los
Colegios profesionales en ~neral, sino también las específicas que le
corresponden sobre la funCión pública que ejerce el Notariado integrado
por todos los Notarios de España, sobre su organización jerarquizada y
sobre el régimen descentralizado colegial (art. l del R.N.).

la competencia debatida no consiste, por tanto, en este caso, en
realizar un análisis comparativo entre el contenido de los preceptos
im.pu~ados en relación con la nonnativa básica del Estado sobre
ColegLOs profesionales, para revisar en qué medida se atienen dichos
preceptos al concepto de bases, elaborado en reiterada doctrina de este
Tribunal, y en la que, rebasando dicho concepto, se adentran en lo que
sería desarrollo o ejecución de las mismas. Aquí, el problema, como ya
ha quedado apuntado al examinar la jurisprudencia de este Tribunal
sobre los Colegios Profesionales en general y las diferencias que han de
tenerse en cuenta cuando se trata de los Colegios Notariales, tiene una
dimensión distinta que viene impuesta principalmente por las dos
circunstancias siguientes: En primer lugar, por el carácter de funciona­
rios públicos del Estado que tienen los Notarios y que con:...tituyen UD
sólo Coerpo de ámbito nacional (art. 1 de la Ley de 1862 y art. 1 del
RN.), aunque descentralizado por su integraCión en los diferentes
Colegios territoriales (art. 41 de la Ley y art. I del R.N. en sus dos
últimos apartados); y en segundo término, porque estos Coel~os forman
parte del sistema organizativo y jerarquizado de la funCIón pública
estatal que desempeflan sus componentes y, por tanto, del régimen
jurídico del Notariado respecto del cual, como ya hemos visto en los
fundamentos anteriores, no tiene la Generalidad de Cataluña más
competencias que las asumidas en el art 24 del Estatuto.

Las características de los Colegios Notariales que han quedado
expuestas y muy especialmente el hecho de que el Notariado esté
«integrado por todos los Notarios de España, con idénticas funciones y
los derechos y obligaciones que las leyes y reglamentos determinan (art
1 del R.N.); y de que «en su o~ización jerárauica dependen del
Ministro de Justicia, de la DireCCIón General de los Registros y del
Notariado y de las Juntas Directivas de los Colegios Notariales» (art.
307 del R.N.), ha de proyectarse necesariamente en el orden competen­
ciaI de su regulación en términos tales que a estos Colegios no les alcanza
la competencia exclusiva que para los Colegios Profesionales han
asumido algunas Comunidades Autónomas, como es el caso de Cataluña
en virtud de lo dispuesto en el arto 9.23 de su Estatuto.

La descentralización, del Notariado por la vía de sus diferentes
Colegios, ni altera el carácter único del Cuerpo en toda España, ni priva
al Estado de las competencias que le atribuye el arto 149.1.18 de la
Constitución que, por estar integrados dentro de su propia Administra­
ción, ha de ejercer con toda amplitud, tanto en lo relativo a la
ordenación de la función pública que desempeñan que, en parte, se
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c:analiza a travCs de los Colegios Notariales, cuanto en lo concerniente
al régimen estatutario de sus funcionarios.

Al no ser procedente, desde el punto de vista compe\eDcial, la
equiparación entre Colegios Profesionales y Colegios Notariales en que,
sin tener en cuenta las importantes diferencias que han quedado
selialadas apoya la Generalidad de Cataluña la inVUlón de sus compe·
tencias (art. 9.23 del E.A.C.) por el Decreto impugnado, decae la
fundamentación de la segunda 1lnea argumental que ba razonado en su
escrito, consistente, como ya hemos dicho, en que la minuciosa
regulación contenida en el Real DeCIOtO 1209/1984, de 8 de junio, es
incompatible con el concepto de bases que, a lo sumo, según la
Generalidad, correspondería al Estado respecto de los Colegios Notaria·
les radiantes en Cataluña. .

Ahora bien, la no equiparación a efectos competenciales entre unos
y otros Colegios, no lIDpide que se pueda aplicar a los Colegios
Notariales la normativa reguladora de los Colegios Profesionales en
general, contenida en la Ley 2/1974, de 13 de febrero, modificada por
la Ley 74/1978, de 26 de diciembre, o en la Ley 13/1982, de 17 de
diciembre, que, sobre la misma materia, ha dietado la Generalidad de
Cataluña en Uso de la competencia que le atribuye e! an. 9.23 de su
Estatuto. El art. 314 del R.N., que es uno de los preceptos impugnados,
asi lo reconoce al establecer que «1os Colegios Notariales se regirán por
la LePsJación Notarial y por la de Colegios Profesionales en lo que no
constituya especialidad establecida por aquélla. El Reglamento Notarial
-añade este precepto- tendrá el carácter de regulador de la actividad
pública notarial y de Estatuto general de la profesión».

Por tanto, la legislaci6n sobre Colegios Profesionales que ha quedado
citada será de aplicaci6n a los Colegios Notariales «en lo que no
constituya especialidad establecida» por la Ley del Notariado y su
R~ento Y. en consecuencia, las limitaciones que en virtud de esta
lepslación afecten a la normativa por la que se rigen los Colegios
Profesionales, sea o no autonómica, DO pueden considerarse como
invasión de competencias por parte del Estado, sino como el ejercicio
por éste de las que le corresponden en virtud del an. 149.1.18 de la
Constitución, sobre e! régimen jurídico de la actividad pública notarial
y sobre e! Estatuto general de quienes la ejercen.

Fmalmente ha de selialarse que lo expuesto sobre la improcedencia
de la impugnación de los articulos relativos a los Colegios Notariales y
sus Juntas directivas, hace improcedente también el último argumento
que sobre esta materia aduce la Generalidad recurrente. El Decteto
impu¡¡nado, por no establecer las bases con que han de ser regulados los
Colepos Notariales, sino que es desarrollo de la competencia reglamen·
taria prevista en la Ley del Notariado, tiene el rango correspondiente a
lo que es objeto de su regulación, . ..

S. En e! tercer grupo de los preceptos impugnados por la Generali·
dad de Cataluña, se incluyen los siguientes articulos de Reglamento
Notarial que, como los ya examinados, han sido objeto de modificación
por e! Real Decreto 1209/1984: .

. a) Del art. 7 de este Decreto, además de los preceptos concernientes
a los Colegios Notariales y sus Juntas Directivas, se impugnan también
parciamente los arts. 336 Y 344 relativos al Consejo General del
Notariado en que, por disposición del primero de ellos, se constituye la
Junta de Decanos como Corporación de Derecho público, con los fines
que en el mismo se determinan y las funciones que les asigna e! an. 344.

13471 Pleno. Serilencia88/1989, de 11 de mayo. Conflicto posi­
tivo de competencia 886/1984. Promovido pOr el Gobierno
Vasco en "loción con la Resolución de 20 de agosto de
1984, de la Dirección General de Cooperativas del Minste­
río de Trabajo y Seguridad Social, por la que se inscribe en
el Registro de Cooperativas y se da por constituida la
cooperativa ATINA.

El Pleno del Tribunal Cúnstitucional, compuesto pÓr don Francisco
Tomás y Valiente, Presidente; don Francisco Rubio Uorente, don
Antonio Truyol Serra, don Fernando Garcla·Mon y González.RegueraL
don Carlos de la Vega Benayas, don Eugenio Diaz EimiJ, don Miguel
Rodríguez·Nero y Bravo-Ferrer, don Jesús Lcguina Villa. don Luis
López G)1erra, don José Luis de los Mozos y de los Mozos, don Alvaro
Rodriguez Bereijo y don José Vicente Gimeno Sendra, Magistrados, ha
pronunciado -

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el conflicto positivo de competencia núm. 886/1984, promovido
por el Gobierno Vasco, representado por el Abogado don Javier Otaola
Bajeneta, en relación con la Resolución de 20 de agosto de 1984, de la
Dirección General de Cooperativas, del Ministerio de Trabajo y

La impupci6n no está referida a la creación de este órgano COrnO
Corpol'llClón de Derecho público con personalidad jurídica propia y
plena capacidad. sino concretamente a que los fines esenciales Que se le
asignan Y las funciones que se le atribuyen cn los apartados que se
enumeran del art. 344 (letra A. apartados 3 y S: letra B, apartado S; letra
C. apartados l y 7, Y letra D, apartados 1 y 2), corresponden a la·
Generalidad y no al Estado en uso de la competenCID exclusiva que sobre
Colegios Profesionales ostenta con arreglo al an. 9.23 del E.A.C.

b) Del an. 8 relativo al TItulo VI del R.N. que trata «<le las
Correcciones Disciplinarias», se impugnan por idéntica razón de inva·
sión de las competencias del art. 9.23 del E.A.C. los arts. 354 (que se
refiere a los expedientes sancionatorios por faltas relativas al incumpli.
miento de deberes mutualistas y órganos a quien corresponde imponer.
las), 361 (sobre los recursos procedentes contra las resoluciones de las
Juntas imponiendo correcciones discil'1lnarias) y 363 (concerníente a
que las Juntas Directivas y sus uuembros podrán ser objeto de
correcciones disciplinarias por los órganos que se indican).

e) Por último se impugna la Disposición final primera que atribuye
a la Direcci6n General de los Registros y del Notariado la facultad de
resolver las ·cuestiones relativas a los procedimientos de elección de
cargos de las Juntas Directivas de los Colegios Notariales que se hallen
en cuno a la entrada en vigor del Real Decreto, «por no hacer excepción
alguna. por razón del 'teITitoriO». lo que afecta. negativamente. a la
competencia. que a la Generalidad «reconoce e! an. 9.23 del E.A.Do.

Basada la impugnación de todos y cada uno de estos preceptos, como
hemos visto. en la competencia exclusiva de la Generalidad sobre los
Colegios Profesionales (art. 9.23 del E.A.C.), lo expuesto en los funda·
mentos anteriores sobre la no OQ,uiparación, a efectos competenciales,
entre dichos Colegios y los Colepos Notariales, y lo razonado sobre la
competencia del Estado para regular la actividad pública notarial y e!
Estatuto General de los Notarios (an.149.1.18 de la c.E.), son razones
que conducen asimismo a rechazar la impugnación de estos preceptos Y.
con ellos, a la del presente conflicto en su integridad.

FALLO

En atenci6n a todo lo expuesto, e! Tnounal Constitucional, POR LA
AUTORlDAD .QUE LE CONFIERE LA CoNSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
EsPAJ1l0LA,

Ha decidido

Declarar que las competencias con~vertidas corresponden al
Estado. -

. Publiquese esta Sentencia en el <Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a once de mayo de mil novecientos ochenta y
nueve.-Fumado: Franciseo Tomás y Valiente, Francisco Rubio llo­
rente, Antonio Truyol Serra, Fernando Garcla·Mon y González·Regue­
raI, Carlos de la Vega Benayas, Eugenio Diaz EimiJ, Miguel Rodríguez.
Piñero y Bravo-Ferrer, Jesús Leguina Villa, Luis López Guerra, José
Luis de los Mozos y de los Mozos, Alvaro Rodriguez Bereijo y José
Vicente Gimeno Sendra.

Se¡uridad Social, por la que se inscribe en el Registro de Cooperativas
y se da por constituida la cooperativa ATINA. Ha comparecido e!
Gobierno de la Nación, representado por el Abogado del Estado, y ha
sido Ponente e! Magistrado don Migue! Rodríguez-Piñero y Bravo­
Ferrer, quien expresa e! parecer e! Tribunal.

L ¡\ntecadantes

1. El Letrado don Javier Otaola Bajeneta, en nombre y representa·
ción del Gobierno Vasco. interpone conflicto positivo de competencia
frente al Gobierno de la Nación contra la Resolución de 20 de agosto de
1984, de la Direcci6n General de Cooperativas, del Ministerio de
Trabajo r Seguridad Social, por la que se inscribe en el Registro de
Cooperativas Yse da por constituida la entidad cooperativa ATINA, por
estimar que no respeta el orden de competencias establecido por la
Constitución Espaóola '1 el Estatuto de Autonomía P."rI e! Pals Vasco.
Los bechos y fundamentos de derecho de su pretensl6n son, en sintesis,
los que-se relatan a continuación. .-. - ..

2. En su reunión de 9 de octubre de 1984, el Gobierno Vasco
acordó dirigir al Gobierno de la Nación requerimiento de incompetencia
frente a la citada Resolución, a fin de que la dejase sin efecto, devolviese
el expediente al Gobierno Vasco y reconociese la competencia de éste
para dictarla. Dicho requerimiento ha sido rechazado de forma expresa
por Acuerdo del Consejo de Ministros de 21 de noviembre de 1984
notificado el 30 de nOV1embre siguiente.


